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DEMANDA AL ESTADO ESPAÑOL ANTE LA COMISIÓN DE PETICIÓN DEL PARLAMENTO EUROPEO POR INCUMPLIMIENTO DE LAS DIRECTIVAS EUROPEAS EN MATERIA DE VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO Y VÍCTIMAS MENORES DE EDAD

El crimen no es cuando se ejecuta (aunque la ley necesite el cadáver

 para confirmarlo como tal), sino cuando comienza y se intuye que puede suceder.

A. Pexegueiro

En la medida en que realmente pueda llegarse a “superar” el pasado,

esa superación consistiría en narrar lo que sucedió.

H. Arendt
¿Por qué esta ley es tan injusta?

Niño a la puerta del punto de encuentro
Las asociaciones abajo firmantes denunciamos ante esta Comisión de Petición la existencia de una praxis judicial en el estado español que no responde al marco normativo establecido por el Parlamento Europeo en materia de protección de víctimas de violencia de género y víctimas menores de edad. Esta praxis judicial produce indefensión pues obstaculiza el enjuiciamiento de este tipo de delitos. Las víctimas de violencia de género y los niños, niñas y adolescentes que sufren maltrato a manos del progenitor se ven privados, durante el procedimiento, de derechos procesales y derechos fundamentales.
1.- Normativa europea de referencia:
DIRECTIVA 2011/92/UE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, de 13 de diciembre de 2011, relativa a la lucha contra los abusos sexuales y la explotación sexual de los menores y la pornografía infantil y por la que se sustituye la Decisión marco 2004/68/JAI del Consejo.
DIRECTIVA 2012/29/UE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo.

Carta Europea de Derechos Fundamentales 
Carta Europea de los Derechos del Niño y de la Niña
2.- Motivación

A través del contacto con las víctimas en el trabajo diario de nuestras asociaciones, observamos una praxis judicial estandarizada que provoca de manera reiterada una obstaculización en el enjuiciamiento de delitos que se producen en el seno de la familia, sea violencia de género, maltrato infantil o ambas situaciones simultáneamente.

En el presente documento pretendemos hacer llegar al Parlamento Europeo esta preocupación, señalando cuáles son las discrepancias que observamos entre la práctica judicial y el marco normativo de la Unión Europea. Nuestro objetivo es mejorar la respuesta del sistema judicial español, adaptándolo a las necesidades específicas de las víctimas de violencia de género y maltrato infantil, evitando la conculcación de derechos fundamentales y procesales, eliminando aquellos clichés machistas y alrededor del testimonio infantil que se asientan en creencias no avaladas por la ciencia y que generan desprotección.
Haremos referencia a la situación actual de respuesta institucional frente al maltrato infantil y la violencia de género, incluyendo un análisis sobre el impacto de la reforma legislativa en materia de infancia y víctimas del delito acometida en el último año por el Gobierno central.
3.-  La justicia española frente a la violencia de género y el maltrato infantil. Discrepancias con la normativa europea

Fase de investigación: medios profesionales y materiales insuficientes y no adaptados
La Directiva 2011/92/UE establece las condiciones materiales y profesionales en las que se recogerá el testimonio de los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia sexual:

Artículo 20

a) los interrogatorios del menor víctima se celebren sin demoras injustificadas tras la comunicación de los hechos a las autoridades competentes; 

b) los interrogatorios del menor víctima tengan lugar, en caso necesario, en locales concebidos o adaptados a tal efecto; 

c) los interrogatorios del menor víctima sean realizados por o mediante profesionales con formación adecuada a tal efecto;

d) las mismas personas, siempre que ello sea posible y conveniente, efectúen todos los interrogatorios del menor víctima; 

e) el número de interrogatorios sea el menor posible y solo se celebren cuando sea estrictamente necesario para los fines de las investigaciones y procesos penales; 

f) el menor víctima esté acompañado por su representante legal o, en su caso, por un adulto elegido por él, salvo que por decisión motivada se haya excluido a esta persona. 

Otro tanto sucede con la Directiva 2012/29/UE en cuanto al testimonio de las víctimas de delitos:

Artículo 20

a) la toma de declaración de las víctimas se lleve a cabo sin dilaciones injustificadas, una vez que se haya presentado ante la autoridad competente la denuncia de una infracción penal; 

b) el número de declaraciones de las víctimas sea el menor posible y solo se celebren cuando sea estrictamente necesario para los fines de las investigaciones penales;

c) las víctimas puedan ir acompañadas de su representante legal y de una persona de su elección, a menos que se haya adoptado una resolución motivada en contrario; 

d) cualquier reconocimiento médico se reduzca al mínimo y se efectúe únicamente si es necesario para los fines del proceso penal.

El art. 19 de esta Directiva establece que se evitará la confrontación víctima-agresor en las dependencias judiciales y el art. 22 desarrolla la obligación de realizar una evaluación individual de la víctima en el caso de aquellas especialmente vulnerables, entre las que se encuentran víctimas menores de edad y víctimas de violencia de género. El art. 25 gira en torno a la formación de profesionales.
Artículo 19 
Derecho a evitar el contacto entre víctima e infractor 
1. Los Estados miembros establecerán las condiciones necesarias para evitar el contacto entre, por una parte, las víctimas y sus familiares, y, por otra, el infractor, en las dependencias donde se celebre el proceso penal, salvo que este lo requiera. 

2. Los Estados miembros garantizarán que toda nueva dependencia de los tribunales cuente con salas de espera separadas para las víctimas. 

Artículo 22 
Evaluación individual de las víctimas a fin de determinar sus necesidades especiales de protección 
1. Los Estados miembros velarán por que las víctimas reciban una evaluación puntual e individual, con arreglo a los procedimientos nacionales, para determinar las necesidades especiales de protección y si, y en qué medida, podrían beneficiarse de medidas especiales en el curso del proceso penal, según se establece en los artículos 23 y 24, por el hecho de que sean particularmente vulnerables a la victimización secundaria o reiterada, a la intimidación o a las represalias. 

2. La evaluación individual tendrá especialmente en cuenta: 

a) las características personales de la víctima; 

b) el tipo o la naturaleza del delito, y 

c) las circunstancias del delito. 

3. En el contexto de la evaluación individual, se prestará especial atención a las víctimas que hayan sufrido un daño considerable debido a la gravedad del delito; las víctimas afectadas por un delito motivado por prejuicios o por motivos de discriminación, relacionado en particular con sus características personales, y las víctimas cuya relación con el infractor o su dependencia del mismo las haga especialmente vulnerables. A este respecto, serán objeto de debida consideración las víctimas de terrorismo, delincuencia organizada, trata de personas, violencia de género, violencia en las relaciones personales, violencia o explotación sexual y delitos por motivos de odio, así como las víctimas con discapacidad. 

4. A efectos de la presente Directiva, se dará por supuesto que las víctimas menores de edad tienen necesidades especiales de protección en razón de su vulnerabilidad a la victimización secundaria o reiterada, a la intimidación o a las represalias. A fin de determinar si deben beneficiarse de medidas especiales conforme a lo establecido en los artículos 23 y 24 y en qué medida, las víctimas menores se someterán a una evaluación individual conforme a lo establecido en el apartado 1 del presente artículo. 

5. El alcance de la evaluación individual podrá adaptarse en función de la gravedad del delito y del grado de daño aparente sufrido por la víctima. 

6. Las evaluaciones individuales se efectuarán con la estrecha participación de las víctimas y deberán tener en cuenta sus deseos, incluso cuando este sea el de no beneficiarse de las medidas especiales que establecen los artículos 23 y 24. 

7. Si los elementos en los que se basa la evaluación individual cambiasen de modo significativo, los Estados miembros velarán por que la misma sea actualizada a lo largo de todo el proceso penal.
Artículo 25 
Formación de los profesionales 
1. Los Estados miembros garantizarán que aquellos funcionarios que probablemente vayan a entrar en contacto con las víctimas, como los agentes de policía y el personal al servicio de la administración de justicia, reciban tanto formación general como especializada a un nivel adecuado al contacto que mantengan con las víctimas, con el fin de mejorar su concienciación respecto de las necesidades de las víctimas y de capacitarlos para tratar a las víctimas de manera imparcial, respetuosa y profesional. 

2. Sin perjuicio de la independencia judicial y de las diferencias en la organización de los sistemas judiciales en la Unión, los Estados miembros solicitarán a los responsables de la formación de los jueces y fiscales que participen en procesos penales que velen por que se imparta tanto formación general como especializada, con el fin de mejorar la concienciación de jueces y fiscales respecto de las necesidades de las víctimas. 

3. Respetando debidamente la independencia de la profesión jurídica, los Estados miembros recomendarán que los responsables de la formación de los abogados faciliten tanto formación general como especializada, con el fin de mejorar la concienciación de los abogados respecto de las necesidades de las víctimas. 

4. Los Estados miembros fomentarán iniciativas, a través de sus servicios públicos o mediante la financiación de organizaciones de apoyo a las víctimas, mediante las que se posibilite que las personas que prestan servicios de apoyo a las víctimas y servicios de justicia reparadora reciban la formación adecuada de un nivel que sea el adecuado al tipo de contactos que mantengan con las víctimas, y observen normas profesionales para garantizar que tales servicios se prestan de manera imparcial, respetuosa y profesional. 

5. En función de las tareas que han de desempeñar y la naturaleza y el grado de contacto que los profesionales mantengan con las víctimas, la formación tendrá como objetivo capacitar a los profesionales para reconocer a las víctimas y tratarlas de manera respetuosa, profesional y no discriminatoria.

La Ley 4/2015, de 27 de abril del Estatuto de la Víctima del Delito hace referencia en sus artículos 20, 21, 23, 24 25, 26 a que se evitarán dilaciones injustificadas y las entrevistas serán realizadas por expertos. 
Sin embargo queda sin regular qué se entiende como dilaciones injustificadas y no se determina el perfil profesional que certificaría la formación de los-as expertos-as en materia de evaluación del testimonio. 
En el estado español los procedimientos de selección de personal de los servicios administrativos de justicia, menores y familia siguen siendo generalistas, sin requerir formación específica ni en violencia de género ni en el área de atención a víctimas menores de edad. En cuanto a la formación continuada, consiste en cursos de corta duración, que no son obligatorios, y que de ninguna manera se pueden considerar capacitantes en áreas tan específicas como aquéllas a las que hacemos referencia.
Por otro lado, la Ley del Estatuto de la Víctima establece en su art. 23 la obligatoriedad de realizar una evaluación individualizada. Ésta se realizaría en las oficinas de atención a la víctima, quien podría a su vez ser derivada a servicios más especializados. Este artículo entra en contradicción con aquél que asienta que se evitará la repetición de intervenciones y que las intervenciones serán realizadas por el-la mismo-a profesional. Las oficinas de atención a la víctima no cuentan con profesionales con formación específica ni en violencia de género ni en atención a víctimas menores de edad. Esto implicaría un riesgo mayor de victimización secundaria.

Sigue sin abordar la necesidad de un servicio de atención a víctimas menores de edad cualificado y adaptado a las necesidades de las víctimas que debería englobar todas las distintas facetas da intervención: evaluación previa, recogida del testimonio cuando la víctima esté en condiciones de ofrecerlo, atención psicológica, información, seguimiento,…  
Los espacios en los que se realizan las entrevistas con niños, niñas y adolescentes se encuentran en la inmensa mayoría en el interior de las propias dependencias judiciales y se caracterizan por no estar en absoluto adaptados a lo que se considera mobiliario para uso infantil. 
Por otro lado continuamos viendo cómo en los juzgados no se impide la confrontación visual de las víctimas con los agresores, especialmente en lo que se refiere a los espacios de espera, causándose de esta manera un daño a las víctimas y dificultando que su testimonio se produzca sin presiones. Este derecho de protección debería aplicarse por extensión también a aquellos procedimientos civiles en los que participan las víctimas.

En cuanto a la posibilidad de que las víctimas acudan acompañadas a las dependencias judiciales, reiteradamente se evita que los niños, niñas y adolescentes puedan ser acompañados-as por personas de su confianza, pues actúa de manera desproporcionada el prejuicio de la denuncia falsa y se entiende que el niño, niña o adolescente podría sufrir presiones para declarar en falso.

Otro efecto que tiene sobre las víctimas la dotación insuficiente de los servicios, además de producirse esperas exageradas para la recogida del testimonio, es lo que se conoce como entrevista exprés, es decir intervenciones de muy corta duración en las cuales el equipo técnico debe tomar todos los datos necesarios para poder realizar la evaluación. La evaluación de las víctimas requiere un estudio inicial para saber si se encuentra en condiciones de ofrecer el relato de los hechos, y psicométrico para conocer datos de madurez, salud psíquica y emocional, y la presencia de posibles mecanismos psicológicos derivados de situaciones traumáticas. Además la revelación es un proceso que no siempre concluye en una única entrevista (J.J. Freyd, 2003), las víctimas necesitan encontrarse confiadas para poder ofrecer un relato en las mejores condiciones. Sólo de esta manera es posible la recuperación de todos los detalles necesarios para la validación del testimonio y para que sea posible el enjuiciamiento del delito.
Es necesario, pues, una regulación respecto a los plazos en los que se deben producir las distintas etapas de la intervención (flexibles, en función de la víctima), la remodelación de los espacios en los que se realizan las entrevistas, así como la dotación de los equipos técnicos de los servicios técnicos de justicia (Institutos de Medicina Legal) tanto en lo que se refiere al número como al perfil profesional necesario para la atención de víctimas de violencia de género y víctimas menores de edad.

Conculcación de derechos procesales de las víctimas 
En la amplia mayoría de las causas se repiten sistemáticamente una serie de actos que atacan derechos procesales de las víctimas.
· Inadmisión no motivada de la prueba presentada por la parte
· Problemas de notificación
· Utilización del criterio “interés superior” de manera ambigua en función del dictamen judicial y con una motivación escasa o nula
· Incumplimiento del derecho de los niños, niñas y adolescentes a ser escuchados y tenidos-as en cuenta, bien porque no se llega a producir la recogida del testimonio, bien porque el proceso de escucha no se realiza con las garantías necesarias para la víctima
· La escucha de las víctimas menores de edad y de violencia de género, en la mayoría de los casos, no es considerada ni tenida en cuenta, tanto en la evaluación como en el fallo. Se oye a la víctima, NO se le escucha.
· Exposición al riesgo de victimización (además de aquéllos derivados de su calidad de víctima y testigo de un delito) mientras dura la instrucción, al no imponerse medida de protección cautelar.
· Ausencia de la Fiscalía como defensora de los derechos del niño, niña o adolescente en el procedimiento

Todo esto implica poner en cuestión el derecho a la tutela judicial efectiva, que figura reconocida en la Carta Europea de Derechos Fundamentales: 
Art. 47. Toda persona cuyos derechos y libertades garantizados por el Derecho de la Unión hayan sido violados tiene derecho a la tutela judicial efectiva (…)

El interés superior del niño-a y el derecho a ser escuchado-a, materias pendientes
Tanto la Directiva 2012/29/UE como la Carta Europea de Derechos Fundamentales y la Carta Europea de los Derechos del Niño y de la Niña recogen el principio de interés superior como primordial en la toma de decisiones que incumben al niño, niña o adolescente. 

Directiva 2012/29/UE: 
Artículo 1 

Objetivos 

2. Cuando la víctima sea un menor de edad, los Estados miembros velarán por que en la aplicación de la presente Directiva prime el interés superior del menor y dicho interés sea objeto de una evaluación individual. Prevalecerá un planteamiento sensible a la condición de menor, que tenga en cuenta la edad del menor, su grado de madurez y su opinión, al igual que sus necesidades e inquietudes. El menor y su representante legal, si lo hubiere, serán informados de toda medida o derecho centrado específicamente en el menor.

Carta Europea de Derechos Fundamentales:
Artículo 24

Derechos del menor

(…)

2. En todos los actos relativos a los menores llevados a cabo por autoridades públicas o instituciones

privadas, el interés superior del menor constituirá una consideración primordial.

(…)

Carta Europea de los Derechos del Niño y de la Niña:
15. Toda decisión familiar, administrativa o judicial, en lo que se refiere al niño, deberá tener por objeto prioritario la defensa y salvaguardia de sus intereses(…).

Así figura en la legislación española, desde la Ley de Protección Jurídica del Menor del año 1996, ampliada en este punto a través de la nueva Ley de Protección a la Infancia que establece unos criterios y la obligación de que el interés superior sea motivado. 

Sin embargo, en la observación de casos, lo que se percibe es habitualmente una argumentación superficial y sesgada en función de la medida que el juzgado pretende imponer, siendo no poco habitual que se considere el interés superior que el-la niño-a sea presionado-a o obligado-a a aceptar un régimen de visitas o custodia en contra de su voluntad. En este sentido debemos recordar el contenido del Dictamen C/58/D/47/2012 del Comité para la Erradicación e la Violencia Contra la Mujer (CEDAW) de la ONU que concluía con que la forma de actuación de la justicia española refleja “un patrón de actuación que obedece a una concepción estereotipada del derecho de visita basado en la igualdad formal que, en el presente caso, otorgó claras ventajas al padre a pesar de su conducta abusiva y minimizó la situación de madre e hija como víctimas de violencia, colocándoles en una situación de vulnerabilidad. A este respecto, el Comité recuerda que en asuntos relativos a la  custodia de los hijos y los derechos de visita el interés superior debe ser una consideración esencial (…)”.
Respecto al derecho del niño, niña o adolescente a ser escuchado-a y tenido-a en consideración, se manifiestan los tres documentos nombrados anteriormente:
Directiva 2012/29/UE:
Artículo 10 
Derecho a ser oído 
1. Los Estados miembros garantizarán a la víctima la posibilidad de ser oída durante las actuaciones y de facilitar elementos de prueba. Cuando una víctima menor haya de ser oída, se tendrán debidamente en cuenta la edad y la madurez del menor. 

2. Las normas de procedimiento en virtud de las cuales las víctimas pueden ser oídas y pueden presentar pruebas durante el proceso penal se determinarán en el Derecho nacional.

Carta Europea de Derechos Fundamentales: 

Artículo 24

Derechos del menor

1. Los menores tienen derecho a la protección y a los cuidados necesarios para su bienestar. Podrán expresar su opinión libremente. Ésta será tenida en cuenta en relación con los asuntos que les afecten, en función de su edad y de su madurez.

Carta Europea de los Derechos del Niño y de la Niña:
Artículo 15 
(…)Con objeto de ayudar a tomar una decisión a las personas competentes, el niño deberá ser oído, especialmente en todos aquellos procedimientos y decisiones que impliquen la modificación del ejercicio de la patria potestad, la determinación de la guardia y custodia, la designación de su tutor legal, su entrega en adopción o su eventual colocación en una institución familiar, educativa o con fines de reinserción social.

En la normativa española, se bien está recogido este derecho, se encuentra limitado por la expresión “que tuviese suficiente madurez” lo cual implica la libertad del-la juzgador-a para determinar si procede o no escuchar al niño-a. La decisión sobre la madurez o no del niño, niña o adolescente será tomada por el juez-a sin que sea necesaria una opinión cualificada al respecto (que no requeriría de una intervención a mayores pues todas las personas menores 12 años están escolarizadas y en los centros educativos existen equipos de orientación capacitados a tal fin).

El límite de edad a partir del cual es obligatorio efectuar la escucha se encuentra en 9 años en procedimientos penales y 12 en procedimientos civiles. 
A este respecto se pronunció en 2014 el Tribunal Supremo, determinando que se trataría de un derecho indisponible para las partes y para el juzgador-a (STS 4233/2014), siempre que haya que tomar decisiones que afecten a la esfera personal de los niños, niñas y adolescentes.
Por último, el proceso de escucha implica tener en cuenta la opinión expresada a la hora de tomar la decisión. Muy por el contrario, es habitual que, una vez realizada la escucha, el tribunal determine no tomar en consideración la opinión manifestada. La situación puede llegar al absurdo cuando el tribunal determina no tener en cuenta la voluntad expresada por el niño, niña o adolescente en base a su interés superior, tal y como sucedió en el caso analizado por la CEDAW en el cual la niña, de 7 años, fue asesinada por el padre durante el tiempo de visitas libres establecido por el tribunal en base a su interés superior y en contra de la voluntad de la niña.
Así pues, el interés superior y el derecho a ser escuchado-a continúan siendo derechos limitados que requieren de una mayor concreción a nivel normativo y de un cambio de actitud por parte de los agentes judiciales y administrativos hacia una consideración del niño, niña y adolescente como sujetos de derecho.
Ausencia de un servicio universal de atención a víctimas menores de edad
La Directiva 2011/92/UE establece la obligación por parte de los estados de prestar asistencia y apoyo a las víctimas de violencia sexual.
Artículo 18 
Disposiciones generales sobre las medidas de asistencia, apoyo y protección a los menores víctimas 
1. Los menores víctimas de las infracciones contempladas en los artículos 3 a 7 recibirán asistencia, apoyo y protección, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 19 y 20, habida cuenta del interés superior del menor. 

2. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que se presta al menor asistencia y apoyo en cuanto las autoridades competentes tengan indicios razonables para suponer que puede haber sido objeto de alguna de las infracciones contempladas en los artículos 3 a 7.

Artículo 19 
Asistencia y apoyo a las víctimas 
1. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar la asistencia y el apoyo a las víctimas antes, durante y por un período de tiempo adecuado después de la conclusión del proceso penal a fin de que puedan ejercer los derechos establecidos en la Decisión marco 2001/220/JAI, y en la presente Directiva. Los Estados miembros adoptarán en especial las medidas necesarias para asegurar la protección de los menores que comuniquen casos de abusos sufridos dentro de su propia familia. 

2. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que la asistencia y apoyo al menor víctima no se supediten a su voluntad de cooperar en la investigación penal, la instrucción o el juicio. 

3. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las medidas específicas destinadas a asistir y apoyar a los menores víctimas en el disfrute de sus derechos en virtud de la presente Directiva se adopten tras una evaluación individual de las circunstancias especiales de cada menor víctima y tengan debidamente en cuenta sus opiniones, necesidades e intereses.

4. Se considerará que los menores víctimas de las infracciones contempladas en los artículos 3 a 7 son víctimas especialmente vulnerables con arreglo al artículo 2, apartado 2, el artículo 8, apartado 4, y el artículo 14, apartado 1, de la Decisión marco 2001/220/JAI.

5. Los Estados miembros, siempre que sea posible y conveniente, adoptarán medidas para prestar asistencia y apoyo a la familia del menor víctima en el disfrute de los derechos conferidos por la presente Directiva cuando la familia se encuentre en el territorio del Estado miembro. En particular, los Estados miembros aplicarán a la familia, siempre que sea conveniente y posible, el artículo 4 de la Decisión marco 2001/220/JAI.

La Directiva 2012/29/UE  hace otro tanto respecto a las víctimas, de manera genérica.
Artículo 8 
Derecho de acceso a los servicios de apoyo a las víctimas 
1. Los Estados miembros garantizarán que las víctimas, de acuerdo con sus necesidades, tengan acceso gratuito y confidencial a servicios de apoyo a las víctimas que actúen en interés de las víctimas antes, durante y por un período de tiempo adecuado después de la conclusión del proceso penal. Los familiares tendrán acceso a los servicios de apoyo a las víctimas en función de sus necesidades y del grado de daño sufrido como resultado de la infracción penal cometida contra la víctima. 

2. Los Estados miembros facilitarán la derivación de las víctimas, por parte de la autoridad competente que recibiera la denuncia y por otras entidades pertinentes, a los servicios de apoyo a las víctimas. 

3. Los Estados miembros tomarán medidas para establecer servicios de apoyo especializado gratuito y confidencial adicionales a los servicios generales de apoyo a las víctimas o como parte de ellos, o para posibilitar que las organizaciones de apoyo a las víctimas recurran a las entidades especializadas existentes que prestan ese apoyo especializado. Las víctimas, en función de sus necesidades específicas, tendrán acceso a tales servicios y los familiares tendrán acceso según sus necesidades específicas y el grado de daño sufrido a consecuencia de la infracción penal cometida contra la víctima. 

4. Los servicios de apoyo a las víctimas y cualquier servicio de apoyo especializado podrán establecerse como organizaciones públicas o no gubernamentales, y podrán organizarse con carácter profesional o voluntario. 

5. Los Estados miembros garantizarán que el acceso a los servicios de apoyo a las víctimas no dependa de que la víctima presente una denuncia formal por una infracción penal ante una autoridad competente.

Artículo 9 
Apoyo prestado por servicios de apoyo a las víctimas 
1. Los servicios de apoyo a las víctimas, a los que se refiere el artículo 8, apartado 1, facilitarán como mínimo:

(…)

3. Salvo que sean proporcionados por otros servicios públicos o privados, los servicios de apoyo especializados a que se refiere el artículo 8, apartado 3, desarrollarán y proporcionarán como mínimo: 

(…)

b) apoyo específico e integrado a las víctimas con necesidades especiales, como las víctimas de violencia sexual, las víctimas de violencia de género y las víctimas de violencia en las relaciones personales, incluidos el apoyo para la superación del trauma y el asesoramiento.

La nueva Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito (arts. 3, 10) recoge este derecho de las víctimas. 
Artículo 10. 
Derecho de acceso a los servicios de asistencia y apoyo.

Toda víctima tiene derecho a acceder, de forma gratuita y confidencial, en los términos que reglamentariamente se determine, a los servicios de asistencia y apoyo facilitados por las Administraciones públicas, así como a los que presten las Oficinas de Asistencia a las Víctimas. Este derecho podrá extenderse a los familiares de la víctima, en los términos que asimismo se establezcan reglamentariamente, cuando se trate de delitos que hayan causado perjuicios de especial gravedad.

Las autoridades o funcionarios que entren en contacto con las víctimas deberán derivarlas a las Oficinas de Asistencia a las Víctimas cuando resulte necesario en atención a la gravedad del delito o en aquellos casos en los que la víctima lo solicite.

Los hijos menores y los menores sujetos a tutela, guarda y custodia de las mujeres víctimas de violencia de género o de personas víctimas de violencia doméstica tendrán derecho a las medidas de asistencia y protección previstas en los Títulos I y III de esta Ley.

En esta misma Ley, el Capítulo I del Título IV establece las características y funciones de las Oficinas de Atención a la Víctima. 

Analizando el contenido de este capítulo se observa que el perfil profesional no se centra en la atención a las necesidades psicológicas, emocionales, sociales, de recuperación que presentan las víctimas, sino más bien en aspectos materiales, administrativos, de información, apoyo … Estas Oficinas pueden derivar a servicios después de realizar una evaluación individual. Esto implica dos problemas, tal y como lo plantea la Ley española:

En primer lugar, la evaluación de las necesidades de la víctima precisan de un perfil profesional específico y debe estar adaptado a las necesidades de los distintos tipos de víctimas. En el tema que nos ocupa, la evaluación individual de las víctimas de violencia de género y de las víctimas menores de edad debería ser acometida únicamente por profesionales con formación específica en estas áreas. De hecho la inclusión de este paso intermedio entra en contradicción con el art. 20.d da Directiva 2011/92/UE, que propone que las víctimas menores de edad de delitos contra la indemnidad sexual sean vistos siempre por el mismo profesional; o el art. 20.b de la Directiva 2012/29/UE sobre la realización del mínimo de intervenciones posibles.
En segundo lugar, la derivación de las víctimas menores de edad a servicios especializados de atención psicológica depende en el estado español del número de unidades de salud mental infanto-juvenil, que son a día de hoy pocas y se encuentran saturadas. En el caso de Galiza, el gobierno autonómico no tiene entre sus objetivos ampliar el número de plazas. Esto supone que la atención a los niños, niñas y adolescentes derivados a estas unidades está determinada por el cupo de pacientes que cubre cada profesional, lo cual actúa en detrimento del tiempo disponible, cuestión que no resulta aceptable en ningún caso en la atención a las víctimas.
Por último, tenemos noticias de que la mayoría de las comunidades autónomas no se concede atención psicológica sin el conocimiento y/o consentimiento de ambos progenitores, lo cual implica en situaciones de violencia de género y de maltrato infantil a manos del progenitor (por ejemplo situaciones de incesto) solicitar el consentimiento al victimario, con el consiguiente riesgo para las víctimas. 
Es pues primordial crear un servicio de atención a las víctimas que incluya información de tipo general pero también servicios especializados que realicen un abordaje integral de las víctimas (evaluación inicial, recogida y registro del testimonio, evaluación del mismo, atención psicológica y seguimiento), de tal manera que se evite la derivación a distintos servicios, la repetición de intervenciones y las intervenciones iniciales poco cualificadas que agotan a las víctimas, pueden ser en sí mismas victimizantes por praxis profesional errónea y ponen en peligro la validez del testimonio de la víctima cuando posteriormente sea evaluado por otros equipos. 
La teoría del supuesto síndrome de alienación parental y la terapia de la amenaza como modelos discriminatorios por edad y sexo y como forma de violencia institucional
En el estado español se aplica en el ámbito judicial, desde hace aproximadamente 15 años, una forma de discriminación de mujeres, niños, niñas y adolescentes en su acceso a justicia efectiva. Se trata de lo que se conoce como síndrome de alienación parental (sap), un constructo ideológico creado por el médico estadounidense R. Gardner, quien además de ser un defensor activo y público de la pedofilia apoyó en los tribunales, haciendo uso de esta teoría, a hombres acusados de abuso incestuoso contra sus hijos-as.

El supuesto síndrome de alienación parental presume la existencia de un trastorno mental en el niño, niña o adolescente que acusa al progenitor de haber cometido abuso sexual contra su persona. Un trastorno mental grave, lavado de cerebro, inducido supuestamente por una madre perversa cuyo único objetivo es dañar la figura paterna. El tratamiento contra esta supuesta enfermedad, que no ha sido reconocida por ninguno de los sistemas de recopilación de trastornos mentales, es lo que los propios autores nombran como terapia de la amenaza, una batería de medidas progresivas basadas en la coacción judicial, la amenaza y la materialización de esas amenazas dirigida tanto hacia las madres como hacia los hijos e hijas. Incluye: multas, amenaza de aislamiento temporal entre los niños, niñas y adolescentes y la familia materna, amenaza de ingreso de la madre en prisión por desobediencia, amenaza de ingreso en centro de menores mientras persista la actitud de los niños, niñas y adolescentes, castigos siempre que recuerden, nombren o pidan ver a la madre, amenaza de cambio de custodia, materialización de las amenazas. Para la realización de estas medidas el juzgado puede solicitar la intervención de las fuerzas de seguridad del estado.
Además de la evidente conculcación de derechos fundamentales de niños, niñas y adolescentes y  sus progenitoras, en una práctica que podríamos encuadrar como tortura psicológica a las víctimas, con la participación de las instituciones, la terapia de la amenaza implica discriminación por motivo do sexo y edad, contra mujeres, niños, niñas y adolescentes. Cabría describirlo como un código represor funcional de las víctimas menores de edad y de sus progenitoras cuando denuncian la existencia de maltrato.

Para clarificar el sentido discriminatorio respecto al sexo, tomamos como referencia el informe de Abogadas Asturianas por la Igualdad, “Estudio Jurisprudencial del sap” en el cual se analizan 15 casos en los que se habría determinado la existencia del supuesto síndrome, 9 hombres y 6 mujeres. La gran aportación de este estudio es que demuestra la existencia de sesgo de género pues las mujeres a las que se aplicó fueron alejadas de los hijos-as, mientras que contra los progenitores no se aplicó medida de alejamiento ni restricción del contacto. 

En cuanto a la discriminación por edad de los niños, niñas y adolescentes es clara, pues lo que de facto se produce es la destrucción del testimonio infantil, que en la mayoría de las ocasiones es la pieza clave en el enjuiciamiento de delitos cometidos por los progenitores. El sap parte de la inferioridad moral del niño-a que lo convierte en un ser incompleto tendente a la  sugestión, al fantaseo y a la mentira, todo lo cual entra en contradicción con los avances de la ciencia en el conocimiento de la mente infantil (informe del Centre d’Estudis Jurídics “Entrevistando a niños preescolares víctimas de abuso sexual y/o maltrato familiar”; Vaccaro, Barea, 2009): los-as niños-as no mienten sobre maltrato, no pueden fantasear sobre cosas que desconocen (por ejemplo, abuso sexual), no pueden aportar un relato falso de maltrato inducido por sugestión materna porque no tienen habilidades sociales suficientes para mantener esa mentira.

Lo grave de este modelo de discriminación en la justicia es que implica la desprotección sistemática de los niños, niñas y adolescentes victimizados-as por los progenitores. En un porcentaje muy elevado los niños, niñas y adolescentes se ven avocados-as a situaciones de desprotección mayor que si su madre no hubiese denunciado, por modificación de la custodia a favor del padre o ingreso en centro de menores (privación de libertad cuando no existe causa real de desprotección, sino un  intento de someter la voluntad de la persona menor de edad)  en la aplicación de la terapia de la amenaza. 
En cuanto a las mujeres, la justicia acostumbra ir más allá, imponiendo procedimientos penales contra ellas (con la Fiscalía, ahora sí, ejerciendo la acusación) que pueden significar imposición de multas de cuantía elevada o incluso pena de prisión, que en algunos casos llega a materializarse a pesar de ser inferior a la duración de 24 meses.
Serían artículos de aplicación en este sentido los siguientes.
Carta Europea de Derechos Fundamentales: 

Artículo 21

No discriminación

1. Se prohíbe toda discriminación, y en particular la ejercida por razón de sexo, raza, color, orígenes étnicos o sociales, características genéticas, lengua, religión o convicciones, opiniones políticas o de cualquier otro tipo, pertenencia a una minoría nacional, patrimonio, nacimiento, discapacidad, edad u orientación sexual.

Artículo 3

Derecho a la integridad de la persona

1. Toda persona tiene derecho a su integridad física y psíquica.

Artículo 4

Prohibición de la tortura y de las penas o los tratos inhumanos o degradantes

Nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes.

Carta Europea de los Derechos del Niño y de la Niña

6. Ningún niño podrá ser objeto, en el territorio de la Comunidad, de discriminación alguna por razón de nacionalidad, filiación, orientación sexual, etnia, color, sexo, lengua, origen social, religión, creencias, estado de salud y otras circunstancias, ni por ninguna de estas causas referidas a sus padres.

17. Ningún niño podrá ser objeto de detención o de incomunicación ilegal o arbitraria.

Otro de los derechos gravemente atacados, relacionado con lo anterior, es el que se describe en el punto siguiente

Conculcación de la libertad del paciente y del derecho al consentimiento informado en el ámbito de la salud
El sometimiento a terapia obligatoria, por resolución judicial, es uno de los mecanismos de control del binomio madre/hijos-as, cuando existe denuncia de malos tratos interpretada como parte del supuesto síndrome de alienación parental.

La terapia obligatoria forma parte de la terapia de la amenaza y su cometido es la actualización constante y sin límite temporal de la coacción, con objeto de lograr reducir la voluntad de los niños, niñas y adolescente y de sus madres, de tal manera que abandonen la pretensión de obtener justicia, se sometan al régimen de comunicación con el progenitor y reconozcan haber cometido un error comprometiéndose a modificar su conducta en el futuro. La forma en que el sistema consigue someter a niños, niñas y adolescentes y a sus madres a la terapia impuesta es poniendo como condicionante la continuidad de la relación materno-filial. Dicho de otra manera, se amenaza a las mujeres y a sus hijos-as con que, de no someterse  a la terapia y de no colaborar en la misma, esto tendría consecuencias en el régimen de comunicación y/o visitas (aislamiento temporal, reducción del tiempo y espaciado entre las visitas, establecimiento de medidas de supervisión de las mismas,…).
Existen en este comportamiento de la justicia varios aspectos que deben ser objeto de análisis:

Se produce una confusión de roles que actúa en contra de los principios deontológicos de toda profesión. Existen al menos dos modalidades de aplicación de la terapia de la amenaza.

Una de ellas (oculta a menudo bajo términos como interferencias parentales, influencia materna, instrumentalización,…) consiste en diagnosticar a través de los equipos forenses de los juzgados la existencia del supuesto síndrome. El diagnóstico de síndrome de alienación parental parte de un hecho que no se puede obviar: el supuesto síndrome non ha sido aceptado como tal por la comunidad científica y no figura en ninguno de los catálogos de trastornos mentales. Por lo tanto se trata de una práctica profesional no avalada científicamente, lo cual lleva al choque con los derechos y libertades del-a paciente, concretamente con el derecho al consentimiento libre e informado. Cientos de mujeres, niños, niñas y adolescentes son sometidas en el estado español a una práctica que la OMS y la APA rechazan, sin que los-as profesionales obtengan el consentimiento informado de los-as pacientes o de su representante legal.
Sin embargo, en la actualidad, lo más habitual es que no se manifieste con claridad el diagnóstico y que la terapia obligatoria se imponga bajo el argumento de que sería el único medio para resolver situaciones de rechazo de los niños, niñas y adolescentes respecto al régimen de relación con el progenitor. En este caso existe un problema deontológico evidente, pues  se establece una terapia sin que exista diagnóstico o criterio clínico que la justifique. Esto es especialmente grave cuando los equipos forenses proponen la medida, sin haber establecido contacto con las personas a las que va dirigida la “terapia”, basándose únicamente en el estudio del expediente. 
Dando un paso más en el análisis, la expresión terapia de la amenaza (que evidentemente no figura en los documentos públicos pero sí en la bibliografía de los ideólogos-sap, sin que exista posibilidad de duda respecto a la metodología) implica una contradicción inadmisible en el campo de la salud mental: el objetivo de la psicología es obtener el bienestar del-a paciente; la amenaza es un elemento que genera estrés, sentimiento de indefensión y sufrimiento en las personas.  Por este motivo ninguna terapia puede estar basada en la amenaza. Es aquí donde entroncaríamos con el derecho de todas las personas a no ser sometidas a tratos degradantes: obligar a una niña (por poner un caso) a aceptar un régimen de visitas normalizado con el progenitor a quien acusa de haber atentado contra su indemnidad sexual, someterla a terapia para obligarle a desistir de su relato de abuso sexual, amenazarla con ser llevada a un centro de menores donde no podrá ver ni hablar con la madre ni con la familia materna, amenazarla con cambio de custodia a favor del padre, es un trato degradante causado por las instituciones, es una tortura psicológica que se impone a esa niña con el fin de impedir su testimonio y el enjuiciamiento del delito cometido contra ella.

Llegado este punto es preciso advertir de una dificultad a la hora de investigar la existencia de la práctica del supuesto síndrome de alienación parental y de la terapia de la amenaza porque raras veces se nombran como tales en los informes de los equipos forenses y psicosociales y en las sentencias. Es necesario acudir a la metodología que se encuentra ligada a ambas expresiones, pues ésta es extraordinariamente rígida y fácilmente reconocible porque los propios autores la exponen con claridad, incluso a través de guías de lectura rápida, para ser adquirida sin complicaciones por los agentes judiciales.
Carta Europea de Derechos Fundamentales: 

Artículo 3

Derecho a la integridad de la persona

1. Toda persona tiene derecho a su integridad física y psíquica.

2. En el marco de la medicina y la biología se respetarán en particular: el consentimiento libre e informado de la persona de que se trate, de acuerdo con las modalidades establecidas en la ley.
Artículo 4

Prohibición de la tortura y de las penas o los tratos inhumanos o degradantes

Nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes.
Carta Europea de los Derechos del Niño y de la Niña:
21.  (…) Ningún niño podrá ser sometido a tratamientos inútiles, a experimentos científicos o terapéuticos o a pruebas para detectar posibles enfermedades, sin la debida autorización de los padres o personas encargadas de aquél.

Ausencia de datos estadísticos sobre víctimas menores de edad

La Directiva 2012/29/UE establece la obligación de los estados de recopilar datos estadísticos en materia de víctimas de delitos.
Consideraciones previas:

(64) “Una recopilación de datos estadísticos sistemática y adecuada constituye un componente esencial de la formulación efectiva de políticas en el ámbito de los derechos establecidos en la presente Directiva. Con el fin de facilitar la evaluación de la aplicación de la presente Directiva, los Estados miembros deben comunicar a la Comisión los datos estadísticos pertinentes en relación con la aplicación de los procedimientos nacionales para las víctimas de delitos, que incluya, como mínimo, el número y tipo de los delitos denunciados y, en la medida en que se disponga de dichos datos, el número, edad y sexo de las víctimas. Entre los datos estadísticos correspondientes se podrán incluir datos registrados por las autoridades judiciales y los cuerpos policiales, y, en la medida de lo posible, los datos administrativos compilados por los servicios sanitarios y sociales, las organizaciones públicas y no gubernamentales de apoyo a las víctimas o los servicios de justicia reparadora, y los de otras organizaciones que trabajan con víctimas de delitos. Entre los datos judiciales se puede incluir información sobre delitos denunciados, número de casos investigados y personas procesadas o con sentencia condenatoria dictada. Los datos administrativos basados en la actuación de servicios pueden incluir, en la medida de lo posible, datos sobre la manera en que las víctimas utilizan los servicios facilitados por organismos públicos y las organizaciones públicas y privadas de apoyo, así como el número de derivaciones de víctimas por parte de la policía a los servicios de apoyo, el número de víctimas que solicitan apoyo y que reciben o no reciben apoyo o justicia reparadora”.

El estado español no posee ningún sistema de recopilación sistemático y fiable sobre víctimas menores de edad, lo cual es imprescindible no sólo para el fin que expone la Directiva, sino para que se pueda visibilizar la envergadura de la problemática, se facilite a la ciudadanía el acceso a esa información y de adapten las políticas y el funcionamiento de las instituciones a esa realidad.
Conclusiones
Sintetizando todo lo expuesto más arriba, podríamos concluir que:

Existe en el estado español una práctica judicial, la terapia de la amenaza, como materialización del supuesto síndrome de alienación parental, cuya aplicación se remonta a los primeros años de 2000.

El supuesto síndrome de alienación parental no puede considerarse como tal pues no ha sido reconocido por la comunidad científica, a pesar de los intentos desde su creación en los años ’80 del pasado siglo. Por lo tanto psicólogos-as, jueces-as, Fiscales actúan al margen de la ciencia cuando proponen o aceptan su aplicación.

La terapia de la amenaza es la materialización del supuesto síndrome de alienación parental e implica el sometimiento ilegítimo de los pacientes a una práctica no científica para la cual no se les ha pedido su consentimiento libre e informado y que además implica un ataque a su dignidad humana, causando sufrimiento como base para el funcionamiento de la “terapia”.
Todo esto entra en grave colisión con los derechos fundamentales de la Unión Europea.

Para la aplicación de esta práctica es precisa la colaboración de Juzgados, Fiscalía, Equipos técnicos de familia, menores y justicia.

La terapia de la amenaza se utiliza contra el binomio madre-hijos-as cuando se produce denuncia contra el progenitor (violencia de género o maltrato infantil, de manera señalada cuando se trata de abuso sexual) y ruptura de la convivencia conyugal.

Uno de los pasos necesarios para la aplicación del supuesto síndrome de alienación parental es la anulación del testimonio de malos tratos. En este sentido las condiciones en las que actualmente se recoge el testimonio de este tipo de víctimas se aleja de los preceptos asentados en las  directivas europeas:

-Plazos de espera que se prolongan meses durante los cuales las víctimas menores de edad non suelen recibir protección, con el problema que implica el paso del tiempo en la capacidad de recuperación de la memoria del suceso con la cantidad de detalles que se exige a las víctimas para la validación de su testimonio.
-Entrevista realizada por profesionales sin especialización en atención a víctimas (ya sean de violencia de género o maltrato infantil, incluido el abuso sexual que requeriría un plus de formación).

-Repetición de intervenciones por problemas de coordinación interinstitucional y por la inespecificidad de las mismas, lo cual causa fatiga y un sufrimiento añadido en las víctimas, que corren el riesgo de renunciar a su pretensión de justicia y protección.

-Limitación del derecho de los niños-as a ser escuchados-as (en condiciones adaptadas a sus necesidades) en función de la edad: 9 años en vía penal, 12 años en la vía civil.
Existe sesgo de género en esta práctica judicial, que menoscaba el derecho a tutela judicial efectiva de mujeres, niños, niñas y adolescentes víctimas.
 4.- Análisis de cumplimiento por parte del estado español, en materia de atención a víctimas de violencia de género de la  DIRECTIVA 2012/29/UE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 25 de octubre de 2012 por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo

Esta directiva tiene una serie de consideraciones previas y seis capítulos con una serie de artículos. A continuación realizamos un análisis desde una perspectiva de género, tanto de las consideraciones previas como de los seis capítulos que contiene esta directiva: 

1º En esta Directiva, el concepto de violencia de género es más amplio que el que se recoge en la legislación española, donde solo se circunscribe a la violencia que ejerce la pareja o ex pareja de la víctima. El concepto de violencia de género en esta directiva es, como vemos abajo, más amplia e integradora 
En las consideraciones previas: 

(17) La violencia dirigida contra una persona a causa de su sexo, identidad o expresión de género, o que afecte a personas de un sexo en particular de modo desproporcionado se entiende como violencia por motivos de gé​ nero. Puede causar a las víctimas lesiones corporales o sexuales, daños emocionales o psicológicos, o perjuicios económicos. La violencia por motivos de género se entiende como una forma de discriminación y una violación de las libertades fundamentales de la víctima y comprende, sin limitarse a ellas, la violencia en las relaciones personales, la violencia sexual (incluida la violación, la agresión sexual y el acoso sexual), la trata de personas, la esclavitud y diferentes formas de prácticas nocivas, como los matrimonios forzosos, la mutilación genital femenina y los denominados «delitos relacionados con el honor». Las mujeres víctimas de la violencia por motivos de género y sus hijos requieren con frecuencia especial apoyo y protección debido al elevado riesgo de victimización secundaria o reiterada, o de intimidación o represalias ligadas a este tipo de violencia.

2º En esta directiva se hace un especial hincapié en que se debe garantizar que la víctima pueda entender y pueda ser entendida durante todas las actuaciones: importancia de la lengua, alfabetización, apoyo de intérpretes, asegurarse de que se comprende el lenguaje jurídico, etc. Este tipo de apoyos a las víctimas no se cumplen en todos los casos: es necesaria una figura que ayude a adecuar más el lenguaje jurídico para que las víctimas comprendan mejor las actuaciones judiciales. 

(21) La información y las orientaciones brindadas por las autoridades competentes, los servicios de apoyo a las víctimas y de justicia reparadora deben ofrecerse, en la medida de lo posible, a través de una diversidad de medios y de forma que pueda ser entendida por la víctima. La información y las orientaciones deben proporcionarse en términos sencillos y en un lenguaje accesible. Asimismo, debe garantizarse que la víctima pueda ser entendida durante las actuaciones. A este respecto, debe tenerse en cuenta el conocimiento que tenga la víctima de la lengua utilizada para facilitar información, su edad, madurez, capacidad intelectual y emocional, alfabetización y cualquier incapacidad mental o física. Deben tenerse en cuenta, en particular, las dificultades de comprensión o de comunicación que puedan ser debidas a algún tipo de discapacidad, como las limitaciones auditivas o de expresión oral. Del mismo modo, durante los procesos penales deben tenerse en cuenta las limitaciones de la capacidad de la víctima para comunicar información.

También se recoge la misma idea en el Artículo 3: 

Artículo 3 Derecho a entender y a ser entendido

 1. Los Estados miembros adoptarán las medidas adecuadas para ayudar a las víctimas para que entiendan y puedan ser entendidas desde el primer momento y durante toda actuación necesaria frente a cualquier autoridad competente en el contexto de los procesos penales, incluyéndose el caso de que dichas autoridades les faciliten información.

Tenemos constancia de que se firman sentencias sin ni siquiera leerlas, no comprenden los procesos judiciales como consecuencia del lenguaje utilizado por los/las abogados/as asistentes.
También se recoge en el  Artículo 5. 

Artículo 5. Derecho de las víctimas cuando interpongan una denuncia 1. Los Estados miembros garantizarán que las víctimas reciban una declaración por escrito que sirva de reconocimiento de la denuncia formal que hayan presentado ante las autoridades competentes de un Estado miembro, y en la que consten los elementos básicos de la infracción penal de que se trate. 2. Los Estados miembros garantizarán que las víctimas que deseen denunciar una infracción penal y no entiendan o no hablen la lengua de la autoridad competente puedan presentar la denuncia en una lengua que entiendan o recibiendo la asistencia lingüística necesaria.

También se recoge en el Artículo 7, 
 Derecho a traducción e interpretación. 

1. Los Estados miembros velarán por que a las víctimas que no entiendan o no hablen la lengua del proceso penal de que se trate se les facilite, si así lo solicitan y de acuerdo con su estatuto en el sistema de justicia penal pertinente, interpretación gratuita, al menos durante las entrevistas o las tomas de declaración en los procesos penales, ante las autoridades de instrucción y judiciales, incluso durante los interrogatorios policiales, e interpretación para su participación activa en las vistas orales del juicio y cualquier audiencia interlocutoria.

En referencia a la traducción e interpretación hay una insuficiencia de realización de prácticas. Falta de formación especializada disponible. Falta de formación disponible en interpretación telefónica. Falta de formación reglada. Falta de formación especializada en todas las combinaciones lingüísticas. Falta de información jurídica (legislación, procedimientos). Desconocimiento de las diferencias culturales. Falta de formación disponible en buenas prácticas.

3º Sobre las derivaciones a otros servicios: esta directiva recoge la necesidad de que se deriven a los servicios de apoyo a las víctimas. En este sentido, se podría hacer hincapié en la necesidad de una coordinación mayor entre los servicios sociales, organizaciones de mujeres, etc.  

Artículo 8. 

2. Los Estados miembros facilitarán la derivación de las víctimas, por parte de la autoridad competente que recibiera la denuncia y por otras entidades pertinentes, a los servicios de apoyo a las víctimas.

4º Esta Directiva recoge que se debe evitar la victimización secundaria, y que es necesario que se proteja la intimidad de las víctimas. Como sabemos, las salas de espera separadas y el uso del biombo no siempre existen en los juzgados. Esta directiva recoge que son medidas imprescindibles
Consideraciones previas: 

(53) El riesgo de victimización secundaria o reiterada, de intimidación o de represalias por el infractor o como resultado de la participación en un proceso penal debe limitarse llevando a cabo actuaciones de forma coordinada y con respeto, permitiendo a las víctimas ganar confianza en las autoridades. Se debe facilitar al máximo la interacción con las autoridades competentes, al tiempo que se limita el número de interacciones innecesarias que la víctima haya de mantener con ellas, recurriendo, por ejemplo, a grabar en vídeo las declaraciones y permitiendo su uso en los procesos judiciales. Se debe poner a disposición de los profesionales del Derecho la más amplia gama de medidas posible con objeto de evitar angustia a la víctima en el transcurso del proceso judicial, especialmente como resultado del contacto visual con el delincuente, su familia, sus colaboradores o el público en general. A tal efecto, se ha de animar a los Estados miembros a que introduzcan, especialmente en las dependencias judiciales y las comisarías de policía, medidas prácticas y viables para que las dependencias cuenten con instalaciones como entradas y salas de espera separadas para las víctimas. Además, los Estados miembros deberán, en la medida de lo posible, planificar los procesos penales evitando el contacto entre las víctimas y sus familiares y los infractores, por ejemplo citando a las víctimas y a los infractores a audiencias en momentos distintos.

5º Esta Directiva anima a que los Estados colaboren con las asociaciones y ONG´s de la sociedad civil que trabajan con vítimas. Una colaboración que se podría mejorar y fomentar más. 
Consideraciones previas: 

(62) “Los Estados miembros deben animar a las organizaciones de la sociedad civil y colaborar estrechamente con ellas, incluidas las organizaciones no gubernamentales reconocidas y que trabajen activamente con víctimas de delitos, especialmente en iniciativas de desarrollo de políticas, campañas de información y concienciación, programas de investigación y educación, y en acciones de formación, así como en el seguimiento y evaluación del impacto de las medidas de apoyo y protección de las víctimas de delitos. Para que las víctimas de delitos reciban atención, apoyo y protección en un grado adecuado, los servicios públicos deberán trabajar de forma coordinada e intervenir en todos los niveles administrativos, tanto a escala de la Unión como nacional, regional y local. Se deberá prestar asistencia a las víctimas para identificar los servicios competentes y dirigirse a ellos, a fin de evitar repetidas derivaciones de uno a otro servicio. Los Estados miembros deberán considerar la creación de servicios comunes a varios organismos, siguiendo el principio de «punto de acceso único» o de «ventanilla única», que se ocupen de las múltiples necesidades de las víctimas cuando participen en procesos penales, con inclusión de la necesidad de recibir información, apoyo, asistencia, protección e indemnización”. 

6º Sobre los datos estadísticos sobre víctimas de violencia de género: la recopilación de datos estadísticos sobre violencia de género en España no contabiliza a todas las mujeres asesinadas, y no tenemos fuentes estadísticas oficiales seguras y completas. 
Consideraciones previas: 

(64) “Una recopilación de datos estadísticos sistemática y adecuada constituye un componente esencial de la formulación efectiva de políticas en el ámbito de los derechos establecidos en la presente Directiva. Con el fin de facilitar la evaluación de la aplicación de la presente Directiva, los Estados miembros deben comunicar a la Comisión los datos estadísticos pertinentes en relación con la aplicación de los procedimientos nacionales para las víctimas de delitos, que incluya, como mínimo, el número y tipo de los delitos denunciados y, en la medida en que se disponga de dichos datos, el número, edad y sexo de las víctimas. Entre los datos estadísticos correspondientes se podrán incluir datos registrados por las autoridades judiciales y los cuerpos policiales, y, en la medida de lo posible, los datos administrativos compilados por los servicios sanitarios y sociales, las organizaciones públicas y no gubernamentales de apoyo a las víctimas o los servicios de justicia reparadora, y los de otras organizaciones que trabajan con víctimas de delitos. Entre los datos judiciales se puede incluir información sobre delitos denunciados, número de casos investigados y personas procesadas o con sentencia condenatoria dictada. Los datos administrativos basados en la actuación de servicios pueden incluir, en la medida de lo posible, datos sobre la manera en que las víctimas utilizan los servicios facilitados por organismos públicos y las organizaciones públicas y privadas de apoyo, así como el número de derivaciones de víctimas por parte de la policía a los servicios de apoyo, el número de víctimas que solicitan apoyo y que reciben o no reciben apoyo o justicia reparadora”.

7º Sobre las casas de acogida: la directiva recoge que las víctimas que así lo necesiten, deben tener a su disposición refugios o alojamientos provisionales con un apoyo específico. Hay que incidir, en este caso, en la necesidad de más plazas en las casas de acogida y que puedan acceder a ellas sin interponer una denuncia.  

Artículo 8 Derecho de acceso a los servicios de apoyo a las víctimas
3. “Salvo que sean proporcionados por otros servicios públicos o privados, los servicios de apoyo especializados a que se refiere el artículo 8, apartado 3, desarrollarán y proporcionarán como mínimo: a) refugios o cualquier otro tipo de alojamiento provisional para las víctimas que necesiten de un lugar seguro debido a un riesgo inminente de victimización secundaria o reiterada, intimidación o represalias; b) apoyo específico e integrado a las víctimas con necesidades especiales, como las víctimas de violencia sexual, las víctimas de violencia de género y las víctimas de violencia en las relaciones personales, incluidos el apoyo para la superación del trauma y el asesoramiento”.

8º Sobre la protección de las víctimas. En esta directiva se recoge la necesidad de protejer a la víctima y a sus familiares de la intimidación por parte del agresor. En este punto, hay que señalar que en España desde el año 2008 han descendido las ordenes de protección que se dictan hacia las mujeres víctimas de violencia de género (Fuente: Instituto de la Mujer- órdenes de protección según Comunidad Autónoma). 
Artículo 18. Derecho a la protección 

Sin perjuicio de los derechos de la defensa, los Estados miembros velarán por que se dispongan medidas para proteger a las víctimas y a sus familiares frente a la victimización secundaria o reiterada, la intimidación o las represalias, incluido el riesgo de daños emocionales o psicológicos, y para proteger la dignidad de las víctimas durante la toma de declaración y cuando testifiquen. Cuando sea necesario, esas medidas podrán incluir también procedimientos establecidos en el Derecho nacional para la protección física de las víctimas y sus familiares.
Artículo 19

Derecho a evitar el contacto entre víctima e infractor

1. Los Estados miembros establecerán las condiciones necesarias para evitar el contacto entre, por una parte, las víctimas y sus familiares, y, por otra, el infractor, en las dependencias donde se celebre el proceso penal, salvo que este lo requiera.

2. Los Estados miembros garantizarán que toda nueva dependencia de los tribunales cuente con salas de espera separadas para las víctimas.

Se evita el contacto visual pero pueden estar compartiendo el mismo espacio dentro del juzgado. Entendemos que bajo ningún concepto deben estar esperando en la misma sala antes de declarar. 
Por otra parte, la utilización del biombo como medio para impedir el contacto visual no es eficaz para proteger a la víctima de múltiples formas a través de las cuales el agresor ejerce presión o intimidación: respiración, sonidos producidos por el movimiento corporal, resoplidos, … Lo correcto, por lo tanto, sería que en ningún momento víctima y victimario compartan sala, pudiendo habilitarse un medio tecnológico que permita al acusado el seguimiento de la vista desde una dependencia separada de aquélla en la que se encuentra la víctima.
Artículo 21

Derecho a la protección de la intimidad

1. Los Estados miembros velarán por que, durante el proceso penal, las autoridades competentes puedan tomar las medidas adecuadas para proteger la intimidad, incluidas las características personales de la víctima tenidas en cuenta en la evaluación individual contemplada en el artículo 22, así como las imágenes de las víctimas y de sus familiares. Además, los Estados miembros garantizarán que las autoridades competentes puedan tomar todas las medidas legales para impedir la difusión de cualquier información que pudiera llevar a la identificación de las víctimas menores de edad.

2. Respetando la libertad de expresión y la libertad de los medios de comunicación y su pluralismo, los Estados miembros instarán a dichos medios a aplicar medidas de autorregulación con el fin de proteger la intimidad, la integridad personal y los datos personales de las víctimas.

No se respeta la intimidad en todas las comunicaciones que se mantienen por escrito, llegando sobres rubricados del Juzgado de violencia a los domicilios personales.

9º Sobre la formación específica del personal que atiende a las mujeres víctimas: según esta Directiva deben tener una formación adecuada inicial y permanente, algo que no se está cumpliendo en el ámbito de la violencia de género en la Policía, los juzgados, servicios sociales, etc
Artículo 25. Formación de los profesionales 

1. “Los Estados miembros garantizarán que aquellos funcionarios que probablemente vayan a entrar en contacto con las víctimas, como los agentes de policía y el personal al servicio de la administración de justicia, reciban tanto formación general como especializada a un nivel adecuado al contacto que mantengan con las víctimas, con el fin de mejorar su concienciación respecto de las necesidades de las víctimas y de capacitarlos para tratar a las víctimas de manera imparcial, respetuosa y profesional”.

2. “Sin perjuicio de la independencia judicial y de las diferencias en la organización de los sistemas judiciales en la Unión, los Estados miembros solicitarán a los responsables de la formación de los jueces y fiscales que participen en procesos penales que velen por que se imparta tanto formación general como especializada, con el fin de mejorar la concienciación de jueces y fiscales respecto de las necesidades de las víctimas”.

5.-Peticiones

Por todo lo expresado arriba respecto a la respuesta del sistema judicial español ante las víctimas menores de edad y de violencia de género, elevamos a esta Comisión de Petición las siguientes peticiones:

PRIMERA: Iniciar un proceso de investigación amplio que comprenda la práctica judicial con víctimas de violencia de género y maltrato infantil a manos del progenitor (con especial atención al abuso sexual, por las necesidades específicas de atención), con el fin de detectar las deficiencias que aquí denunciamos. Deben incluirse no sólo procedimientos penales sino también los civiles en los que participan las víctimas.
SEGUNDA: Instar al estado español a establecer mecanismos fiables de recogida de datos, en materia de víctimas y procedimientos de violencia de género y maltrato infantil, haciendo mención aparte del abuso sexual infantil.
TERCERA: Instar al estado español a remodelar los servicios a través de los cuales se realiza la recogida del testimonio. Los equipos pasarán a seleccionarse con criterios específicos de formación y experiencia en evaluación del testimonio (infantil o de mujeres víctima) y psicología evolutiva y recibirán formación periódica obligatoria. No estarán adscritos a un único juzgado, sino que su tarea podrán responder a un grupo de juzgados, a fin de asegurar la libertad profesional. Los equipos serán suficientes con el fin de impedir la prolongación de los plazos de espera para la recogida del testimonio. Se Implantarán en todos los juzgados medios técnicos que permitan la grabación de las entrevistas con niños, niñas y adolescentes y hagan posible que se realice la vista judicial con todas las garantías para las partes, al mismo tiempo que se evita la presencia de las víctimas y testigos menores de edad en la sala de juicios. 
CUARTA: Instar al estado español a fijar un marco normativo más concreto en materia de:

· Perfil profesional de las personas que intervienen en este tipo de causas,
· Plazos máximos para el inicio de cada etapa del proceso de investigación (con flexibilidad pues debe estar basado en las necesidades de las víctimas),
· Condiciones en las que se debe producir el testimonio de víctimas y testigos menores de edad y víctimas de violencia de género, incluidos los protocolos para evitar el encuentro de las víctimas con sus victimarios en las dependencias judiciales y en sus inmediaciones,
· Número de intervenciones: el estado ha de poder garantizar una única intervención (lo cual no es sinónimo de una única entrevista) durante la cual se evalúe el estado en que se encuentra la víctima, se determine el momento idóneo para que el niño, niña o adolescente ofrezca su testimonio, el mismo sea grabado y custodiado, con el fin de que se puedan evitar posteriores intervenciones. 

Una buena referencia sería la observación nº 12 del Comité de Derechos del Niño y de la Niña de Naciones Unidas, en la cual se habla no sólo de condiciones materiales y profesionales sino también de las necesidades específicas de cada niño, niñas y adolescente y de las condiciones psicológicas y emocionales imprescindibles para iniciar el proceso de escucha.
QUINTA: Instar al estado español a fijar un nuevo marco normativo en el cual se establezca con claridad que todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser escuchados en los asuntos que les competen y que esto no dependerá de un límite de edad concreto. Deberá modificarse la expresión “que tenga madurez” como elemento de juicio para determinar el acceso o no a este derecho. El marco debe ser el establecido en la Observación nº 12 del Comité de Derechos del Niño y de la Niña, de Naciones Unidas, según el cual todos-as tendrán derecho a ser escuchados-as y se adaptarán los procedimientos en función de la madurez, estadio evolutivo y necesidades especiales. 
Se determinará el procedimiento a través del cual se evaluará el grado de madurez, que no quedará ya a criterio del juez o jueza.
SEXTA: Instar al estado español a Establecer recursos especializados, como los alojamientos de urgencia, a los que se pueda acceder sin interponer una denuncia previa.

OCTAVA: Instar al estado español a establecer medidas que eviten en todo lo posible la victimización secundaria, estableciendo las medidas necesarias para proteger la intimidad reduciendo el número de declaraciones y la burocratización y estableciendo una coordinación entre las asociaciones no gubernamentales y las instituciones.

NOVENA: Presionar al estado español para que reconozca su responsabilidad en el caso de Ángela González Carreño y de su hija Andrea, que fue objeto de la histórica condena de la CEDAW (ONU) por no actuar de manera diligente en la protección de ambas víctimas, madre e hija, y que el estado responda a todas las condiciones que le marca este organismo internacional, incluida la indemnización.

PETICIÓN COMPLEMENTARIA:
Partiendo de que el marco normativo europeo ha sido un avance importante y un gran apoyo para que las entidades ciudadanas de lucha contra la violencia y el maltrato infantil podamos ejercer en mejores condiciones la defensa de los derechos de estos colectivos, debemos solicitar al Parlamento Europeo una nueva meta en ese horizonte normativo que se ensancha a cada paso. 

Consideramos imprescindible alcanzar un nivel de concreción mayor en algunos aspectos y mejorar el contenido de otros. Proponemos algunos puntos nuevos que vemos necesario abordar desde nuestro punto de vista que nos permite observar el efecto real de las normativas sobre las víctimas.
DIRECTIVA 2011/92/UE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, de 13 de diciembre de 2011, relativa a la lucha contra los abusos sexuales y la explotación sexual de los menores y la pornografía infantil y por la que se sustituye la Decisión marco 2004/68/JAI del Consejo.

-Proponemos eliminar el término interrogatorio (art. 20), que no consideramos adecuado para las víctimas, quienes deben poder ofrecer su testimonio en un ambiente empático y carente de presiones.

-Con el fin de minimizar el riesgo de victimización secundaria en víctimas  de violencia sexual menores de edad, sería importante establecer que, como norma general, la persona que realice la recogida del testimonio será del sexo contrario al del presunto agresor y que en cualquier caso podrá elegir el niño, niña o adolescente ser atendido-a por un hombre o por una mujer, según lo que le resulte menos dañoso.
-Respecto a la formación de los-as profesionales, el artículo 20 establece que “d) los interrogatorios del menor víctima sean realizados por o mediante profesionales con formación adecuada a tal efecto”. Solicitamos que sea más concreta la normativa europea, estableciendo un perfil profesional menos difuso, o instando a los estados parte a que determinen normativamente qué cualificación se exige a los profesionales para poder realizar atención a víctimas de violencia sexual menores de edad, especialmente en el caso de la recogida del testimonio dada la repercusión sobre el procedimiento. Deberá evitarse la formación rápida a través de  cursos de corta duración, por lo que se determinará un número mínimo de horas de formación (al menos 500 horas). Es fundamental exigir, asimismo, experiencia en el área de que se trate.
-En este mismo artículo se dispone que se recogerá el testimonio infantil “sin demoras injustificadas tras la comunicación de los hechos”. Dada la falta de respuesta del estado español al respecto, consideramos necesario establecer de manera más concreta qué se entiende por “sin demoras injustificadas” y obligar a los estados parte a determinar plazos concretos de actuación, teniendo en cuenta que estos han de adaptarse a las necesidades específicas de cada niño, niña o adolescente como víctima de un delito contra su indemnidad sexual.

Los dos últimos casos serían de aplicación igualmente respecto a la DIRECTIVA 2011/92/UE, aplicado a víctimas menores de edad y víctimas de violencia de género de manera amplia.

DIRECTIVA 2012/29/UE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo.

-Ampliación del concepto del niño, niña o adolescente como víctimas de violencia de género a aquellas situaciones en las que, existiendo violencia no se produce la muerte o desaparición de la progenitora.
En las consideraciones previas de la Directiva se establece que: 

 (17) (…) Las mujeres víctimas de la violencia por motivos de género y sus hijos requieren con frecuencia especial apoyo y protección debido al elevado riesgo de victimización secundaria o reiterada, o de intimidación o represalias ligadas a este tipo de violencia.
Partiendo de esta premisa todos los niños, niñas y adolescentes inmersos-as en situaciones de violencia de género deben ser considerados-as víctimas y deberá realizarse evaluación de riesgo también respecto a sus personas.
De la misma manera, cuando un agresor cumple condena, el estado considera saldada su deuda con la sociedad y promueve su plena integración. Esto, que de manera general es comprensible, no es aplicable cuando de ello dependa una modificación de la situación de los hijos-as respecto a la comunicación con el progenitor. Habrá que establecer, por una parte, la suspensión definitiva de la patria potestad en delitos muy graves (asesinato, intento de asesinato, violencia sexual,…) y en los delitos considerados menos graves la obligada evaluación y seguimiento del agresor en lo que respecta a la relación con los-as hijos-as. Por otra parte, siempre que se trate de niños-as que hayan sido testigos de violencia de género o que hayan sido objeto de maltrato deberá dárseles total capacidad de decisión respecto a si desean o no mantener contacto con el progenitor. 
- Conexión de procedimientos. La falta de conexión entre los procedimientos penales y civiles que discurren paralelos en la mayoría de los casos, tanto en situaciones de maltrato infantil como de violencia de género, genera desprotección en numerosas ocasiones, pues los juzgados de civil se limitan a su ámbito sin tener en cuenta la necesidad de protección de las víctimas durante el procedimiento. Vemos, por ejemplo, como las evaluaciones psicosociales se realizan evitando abordar el tema de malos tratos; como se obliga a los niños, niñas y adolescentes a encontrarse con los presuntos agresores durante la intervención; como se toman decisiones respecto a los regímenes de vistas y custodia sin tener en cuenta la existencia de situaciones de violencia de género y sin evaluar el riesgo hacia los menores de edad,…
Es, por lo tanto necesario extender los derechos de protección de las víctimas al ámbito civil, de tal manera que se salvaguarde su integridad. De la misma manera deberá existir coordinación respecto a las distintas intervenciones que paralelamente se propongan para evitar que sean contradictorias y/o victimizantes (por ejemplo, la repetición de intervenciones o una incorrecta secuenciación de las distintas etapas de la intervención).

- Ampliación de la normativa en cuanto a las condiciones en que se debe producir el testimonio de los niños, niñas y adolescentes víctimas, en su acceso al derecho de ser escuchados-as. Consideramos una referencia lo establecido en la Observación nº 12 del Comité de Derechos del Niño y de la Niña, de Naciones Unidas
- Debe asegurarse la posibilidad de conformación de la prueba. En la actualidad, en el estado español, la mayoría de las comunidades autónomas no admiten la atención psicológica de niños, niñas y adolescentes sin el consentimiento de ambos progenitores. Como norma general podría ser correcta pero no es aplicable cuando uno de los progenitores es, presuntamente, un agresor. En este caso, en favor del interés superior del niño-a, podrá evitarse el consentimiento del presunto agresor con el fin de asegurar el acceso del niño-a víctima a los servicios especializados al mismo tiempo que no se pone en riesgo la integridad de la víctima ni el procedimiento.
En este mismo plano, ha de ser posible la asistencia a la entrevista forense de un perito de parte que asegure el derecho a defensa de la víctima. En algunos países esto se realiza a través de las cámaras de Gessell que permiten que en la sala de entrevistas se encuentre el-la experto-a con la víctima y en la contigua las partes con los peritos, la Fiscalía y el Juez-a. Las salas se comunican a través de PCs, de tal manera que se pueden trasladar las preguntas y las matizaciones que cada parte considera oportunas, sin que la víctima sea expuesta a estrés en la sala de vistas.
-De manera general consideramos necesario adoptar el marco normativo que establece el Convenio de Estambul (Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica Estambul, 11V.2011), incluyendo:
- Establecer medidas contundentes con respecto al tratamiento de la violencia de género en los medios de comunicación y sobre la publicidad sexista. Asegurar que se cumplen los protocolos sobre cómo informar en casos de violencia de género, evitando la culpabilización de la víctima por no denunciar y el sensacionalismo en la redacción de la noticia. 
- Establecer materias que recojan la igualdad en la educación obligatoria.

A modo de conclusión:
El marco normativo europeo es una oportunidad para avanzar en la lucha contra la violencia de género y el maltrato infantil, en la construcción de una Europa que se rija por los principios de justicia, igualdad y tolerancia cero ante cualquier forma de violencia.
Es necesario acometer un cambio radical en nuestras sociedades, pues radical es también la situación de las víctimas menores de edad y de violencia de género

Atentamente

Las representantes legales:
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En Santiago de Compostela, a 17 de noviembre de 2015
*Enderezo a efectos de notificación: 
R/ Papa Pío V, Bloque 8, baixo, dereita,C.P. 15406 , Ferrol, A Coruña, España

636142012/616035193   agammeferrol@gmail.com
SRA. PRESIDENTA DE LA COMISIÓN DE PETICIÓN DEL PARLAMENTO EUROPEO
ANEXO 1
RESUMEN DE CASOS
Con el objetivo de ejemplificar la realidad que acabamos de describir, presentamos un breve resumen de cinco casos reales de niños y niñas víctimas cuyos derechos se han visto vulnerados, generando situaciones de desprotección. Con el fin de proteger a las víctimas y su derecho a la intimidad, se evitarán datos que permitan reconocerlas (lugar de residencia, juzgado,…) y se utilizarán nombres figurados. Los únicos datos personales que expondremos serán la edad y sexo, imprescindibles para una correcta contextualización.

Caso 1

Cristina es una niña de 10 años víctima de abuso sexual desde los 5. Durante estos años no ha podido disfrutar en ningún momento de medidas de protección, viéndose obligada a cumplir un régimen de visitas, que ella rechaza, con el victimario. Ha sido escuchada por una psicóloga experta en evaluación de testimonio infantil que afirma que el relato de la niña es veraz. Por otra parte, ha sido vista en una única sesión por el equipo forense del juzgado, que carece de la especialización en materia de atención a víctimas de violencia sexual menores de edad, y que concluye que el relato de la niña no aporta suficientes datos, introduciendo la idea de una supuesta “cristalización en la memoria de hechos abusivos” que pudieron no haberse producido. De esta manera se propone la idea de la inducción materna de un relato falso de abuso sexual.
En el procedimiento se han producido otras taras, como el análisis de equipos electrónicos en busca de unas fotografías a las cuales la niña hacía referencia, que se realizó de manera superficial, meses más tarde de haber sido propuesta como prueba y tras haberse solicitado al victimario que aportase sus dispositivos electrónicos y no a través de registro domiciliario como sería de esperar.

A pesar de las manifestaciones de la niña respecto a su rechazo de la situación que se le impone, su opinión no ha sido tomada en consideración, más bien al contrario, la niña ha sido objeto de presiones y ataques a su dignidad por parte del equipo técnico del punto de encuentro, quienes la califican de manipuladora y mentirosa y desatienden sus muestras de angustia y sufrimiento.
Además de la situación de abuso sexual, existe un problema con los cuidados básicos de la niña tales como aseo, descanso, seguimiento de prescripciones médicas, etc. Esta situación está documentada a través de informes médicos que fueron rechazados sin motivación por parte del juzgado.
En la actualidad, además de continuar cumpliendo el régimen de vistas que incluye pernoctas de fin de semana y períodos de convivencia en vacaciones, existe el riesgo de que se ejecute una sentencia que establece custodia compartida. Como medio de ejecución de la sentencia se propone el sometimiento a una terapia cuyo objetivo marca el propio juzgado, cumplir la sentencia, y que no se encuentra motivada por criterio clínico alguno.
Caso 2

María y Luis son dos hermanos de 10 y 7 años. La madre presenta denuncia a raíz de las constantes lesiones de los niños a la vuelta de las visitas con el padre y de lo que ambos manifiestan respecto a los castigos físicos y vejaciones a que los somete.
Durante un año el juzgado permanece completamente pasivo, sin ordenar medida de protección y sin realizar pesquisas respecto a la situación de los niños. Ante el temor que presentaban sus hijos y la gravedad de algunas de las situaciones que relataban, la madre deja de llevar a los niños a las visitas pues entiende que es la única forma de protegerlos en espera de la acción de la justicia.
De resultas de esto, la madre se ha visto encausada por incumplimiento del régimen de vistas.

Cuando finalmente el juzgado decide escuchar a la mayor de los hermanos, dentro del procedimiento penal, lo hace pasado un año desde la presentación de la denuncia. El procedimiento utilizado es el de videoconferencia (dada la distancia, pues los hechos habrían sucedido en el domicilio del padre), sin presencia de profesional experto-a. En el tiempo de espera en los pasillos del juzgado los niños se encuentran con el padre, desencadenándose una reacción de pánico. La psicóloga del servicio de atención a víctimas lo observa, aunque no lo notifica por escrito, y solicita una sala para que esperen los niños y la madre. A pesar de esto, no se cambia la fecha de la declaración, la niña da su testimonio bajo la presión de saber que al otro lado de la puerta, en el pasillo, se encuentra el padre. 
El auto de sobreseimiento determina que no se puede considerar que exista hecho delictivo porque algunas de las lesiones graves se produjeron de manera accidental (obviando que el maltrato se puede producir por acción u omisión, teniendo en cuenta el riesgo para la salud por exposición reiterada a accidentes) y que en el resto de las ocasiones se trata de “cachetes”, es decir castigo físico, sin determinar la frecuencia e intensidad de esos golpes. Los niños permanecen sin medida de protección.
Casi de manera inmediata a la fecha del auto, el padre inicia acciones para conseguir la custodia de los hijos. María y Luis han sido escuchados recientemente por el equipo psicosocial, la última oportunidad, quizás, de conseguir protección.
Caso 3

Pedro y Juan son dos hermanos de 8 y 11 años en la actualidad, víctimas de abuso sexual desde temprana edad. La primera entrevista que se realizó al hermano mayor, con cuatro años, fue a través de la intervención de un médico forense, que no psicólogo ni psiquiatra, quien aplicó una entrevista semiestructurada adecuada para intervención con adolescentes. Posteriormente han declarado en varias ocasiones relatando las escenas de abuso, sin que, a pesar del diagnóstico de abuso sexual realizado por el psicólogo infantil del servicio público de salud, su testimonio haya sido validado por los equipos forenses del juzgado (no especializados en evaluación del testimonio infantil). 
En el procedimiento penal fueron denegadas sin motivación o practicadas de manera deficiente varias de las pruebas propuestas por la parte. 

Tras varios cambios en la forma de relacionarse con el padre, por decisión judicial, a la edad de 6 y 9 años respectivamente una sentencia les obligaba a cumplir un régimen de visitas no supervisado, régimen que los niños rechazan, negándose reiteradamente a acceder al punto de encuentro donde el padre debía recogerlos. La medida adoptada por el juzgado, a propuesta del equipo forense del juzgado y del servicio de menores, era el ingreso en centro de menores, con incomunicación respecto a la madre y familia materna, hasta que cesasen en su negativa, determinando que, en caso de no ser efectiva la medida se procedería al cambio de custodia. Además se establecía terapia obligatoria para los niños y para la madre, En función de la evolución de la “terapia” y del cumplimiento del régimen de visitas con el padre los niños podrían ir recuperando, paulatinamente, la relación con la madre. El plan de ejecución fue recurrido, ratificándose la audiencia provincial al entender que el plan obedecía al interés superior de los niños. Hasta el momento no ha llegado a materializarse la ejecución, pero la amenaza permanece vigente en la vida de ambos hermanos.
La madre se enfrenta a un procedimiento penal por desobediencia grave, por incumplimiento de la sentencia judicial, en el cual la parte actora es la fiscalía y el padre que piden penas de prisión.

Caso 4

Eva es una adolescente de 14 años. Hasta hace unos meses convivía con el padre por acuerdo entre ambos progenitores. Sin embargo, a comienzos de 2015, las niña manifiesta a la madre sus miedos hacia el padre de quien dice que la insulta gravemente y la golpea. La niña pide a su madre quedarse a vivir con ella y que no la mande de vuelta a casa del padre.

La madre acude a la guardia civil, donde se toma declaración a la menor de edad, y se inicia el procedimiento penal que hasta el momento no ha tenido mayor recorrido.

Simultáneamente discurre otro procedimiento, civil, con el fin de establecer nuevas medidas respecto a la niña.
El pasado mes de septiembre, mientras paseaba con una amiga, Eva fue interceptada por el padre que conducía un automóvil, perseguida a la carrera, agarrada por los pelos y conducida a la fuerza al interior del coche. La amiga declaró todo esto en el juicio rápido que se celebro cuatro días más tarde. Durante estos cuatro días no se produjo ninguna acción por parte del juzgado, de la fiscalía o del servicio de menores para conocer la situación de la menor de edad. Acudió al juzgado acompañada por el padre, en la sala de vistas negó todo lo narrado por su compañera, lo cual determinó el sobreseimiento de la causa. Ni el juzgado ni la fiscalía propusieron evaluación de la adolescente con el fin de saber si se encontraba en condiciones de testificar, si había sido objeto de amenazas o coacciones, etc. Por lo tanto, no sólo no se impidió el contacto de la víctima con el presunto agresor, sino que se permitió que la menor de edad permaneciese bajo el control del padre durante cuatro días y cuando acudió a la sala de vistas lo hizo acompañada por la abogada del padre, el acusado en este procedimiento.
Caso 5

David y Alejandro son dos hermanos de 15 y 17 años. Desde hace cinco permanecen internos en distintos centros de menores, acogida e internado a causa de su negativa a convivir con el padre. Ambos fueron testigos de la violencia ejercida sobre la madre, con quien mantienen un fuerte vínculo, y relatan haber recibido maltrato físico, negligencias graves de cuidados y trato vejatorio. 

En 2010 la psicóloga clínica del servicio público de salud emite informe advirtiendo de un riesgo grave hacia ambos menores de edad debido al conflicto existente con el padre. El informe hace referencia a una relación necesaria y muy positiva con la madre. La sentencia de civil, de este mismo año, establece que no toma en consideración este informe porque la psicóloga no evaluó si existía alienación parental. Por otra parte establece custodia a favor del padre basándose en que, a su juicio, la negativa que presentaban los niños respecto al padre se debía a la influencia materna. 
Dada la edad de ambos, la medida fue imposible de ejecutar, por lo que ambos fueron ingresados en centro de menores. Llama poderosamente la atención que en ningún momento se determina causa objetiva para que la madre no pueda cuidar a sus hijos y sin embargo se la somete a visitas supervisadas en punto de encuentro. En los sucesivos informes del punto de encuentro los adolescentes no dejan de preguntar a la madre cuándo se va a acabar todo aquello y podrán volver a casa con ella, expresan que no aguantan más, que cuándo les van a hacer caso. Este testimonio desgarrador y continuado es desoído de manera reiterada durante todos estos años. La situación es extremadamente grave teniendo en cuenta las edades de ambos. Alcanzarán la mayoría de edad sin haber logrado la libertad.

La fiscalía y el juzgado han utilizado la amenaza (por presunto fraude de ley al oponerse a una resolución judicial) para acallar la intervención de un segundo psicólogo que proponía una nueva evaluación de la situación teniendo en cuenta el grave riesgo que corrían los hermanos en aquel momento, pues manifestaban ideas de fuga, suicidio y respuestas violentas contra lo que ellos sentían y siguen sintiendo como una tremenda injusticia.

Recientemente han sido escuchados a petición de la fiscalía. El juzgado, que ha tardado varios meses en dictar resolución, no ha tenido en cuenta plenamente la voluntad expresada por ambos pues permanecen en el centro, aunque pueden salir a visitar a la madre siempre que lo deseen. 

Estos cinco casos, que se refieren a la realidad de 8 niños, niñas y adolescentes víctimas, son paradigmáticos pues muestran un patrón de comportamiento de la justicia español y permiten observar cómo se contempla el interés superior, de qué forma se realizan las evaluaciones forenses, de qué manera se realizan las investigaciones de maltrato infantil.
Una fuente de gran calidad para conocer a fondo la evolución de casos de abuso sexual intrafamiliar es el informe de Save te Children “La Justicia española frente al abuso sexual infantil en el entorno familiar” del año 2012. 

Otro caso que está perfectamente documentado en prensa es el de María Salmerón, una mujer cuyo victimario fue condenado hace catorce años y que se vio obligada a proteger a su hija en contra de las resoluciones judiciales que otorgaban visitas al padre de la niña, a pesar del temor que le manifestaba. En la actualidad solicita el indulto ya que el juez le ha impuesto una pena de prisión de 6 meses, que debe cumplir, por desobediencia.
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